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Introducción
Eufemia Basilio Morales1

En los últimos años, el sector agroalimentario en México ha enfrentado diversas 
tensiones estructurales que han limitado su capacidad para constituirse como 
eje del desarrollo económico. A pesar de su relevancia estratégica, persiste una 
marcada heterogeneidad productiva que se expresa en la coexistencia de un 
sector agroexportador altamente competitivo y un amplio segmento de peque-
ños productores con restricciones en el acceso a financiamiento, tecnología e 
infraestructura. Esta dualidad ha profundizado las brechas territoriales y ha 
obstaculizado la consolidación de un desarrollo rural incluyente.

En este contexto, la creciente dependencia alimentaria constituye uno de los 
principales desafíos para el país. Desde la década de 1980, la apertura comercial 
ha favorecido la importación de granos básicos y otros productos estratégicos, 
con debilitamiento de la producción interna. Esta tendencia ha incrementado la 
vulnerabilidad de México frente a choques externos, como las fluctuaciones en 
los precios internacionales, tensiones comerciales y disrupciones en las cadenas 
globales de suministro, comprometiendo así la seguridad alimentaria nacional.

De forma paralela, los sistemas alimentarios han experimentado transforma-
ciones notables en sus patrones de producción, distribución y consumo. La ex-
pansión de cadenas comerciales modernas y el aumento en la disponibilidad de 
alimentos ultraprocesados han modificado la dieta de la población, generan-
do efectos adversos en la salud pública, como el incremento de enfermedades 
crónico-degenerativas. Este proceso refleja una desconexión entre la lógica del 
mercado alimentario y las necesidades nutricionales de la población.

A lo anterior se suman las presiones derivadas de un entorno internacional 
cada vez más complejo, caracterizado por la reconfiguración de las relaciones 
comerciales y el uso de instrumentos económicos y políticos que inciden direc-
tamente en el comercio agroalimentario.

1 Investigadora del Instituto de Investigaciones Económicas, UNAM, titular de la Coordinación de Análisis Macro-
econométrico Prospectivo. Correo electrónico: ebasilio@iiec.unam.mx
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 La alta dependencia de México respecto de Estados Unidos, amplifica los 
riesgos asociados con cambios en las reglas del intercambio, que plantean la 
necesidad de fortalecer la soberanía alimentaria y diversificar las estrategias 
de inserción internacional. Estos procesos se articulan con un problema de ca-
rácter estructural relacionado con el papel del Estado en la redistribución del 
ingreso y la atención a las desigualdades sociales. Si bien en los últimos años 
se han ampliado los programas sociales, sus efectos han sido limitados frente 
a la persistencia de desigualdades profundas en el acceso a ingresos, empleo y 
servicios. La centralización del gasto, la débil vinculación con estrategias pro-
ductivas territoriales y las restricciones fiscales han condicionado el alcance de 
estas políticas, evidenciando la necesidad de replantear los mecanismos de in-
tervención estatal para lograr un desarrollo más equitativo y sostenible.

En este contexto, el presente boletín reúne una serie de trabajos que, desde 
distintas perspectivas, analizan las problemáticas planteadas.

En el primer artículo, titulado “El neocolonialismo norteamericano del siglo 
XXI y la seguridad alimentaria de México”, la doctora Argelia Salinas Ontiveros 
hace un análisis de las transformaciones recientes en la política económica y 
comercial de Estados Unidos, en el contexto de una crisis del modelo neoliberal 
y el surgimiento de nuevas formas de neocolonialismo y cómo inciden en la se-
guridad alimentaria de México.

En el segundo artículo, “El campo en México como sector estratégico: notas 
para reflexionar más allá de la agroalimentación”, el maestro Ángel Jesús Ro-
sales Maldonado realiza un análisis del papel del campo mexicano como sector 
estratégico, evidenciando la contradicción entre su capacidad productiva y la 
creciente dependencia de importaciones de alimentos básicos.

Por su parte, la doctora Jessica Tolentino Martínez y la doctora Araceli Olivia 
Mejía Chávez, en su escrito “Análisis territorial y desarrollo socioeconómico des-
de el enfoque de los sistemas agroalimentarios localizados”, analizan las limi-
taciones del sistema agroalimentario global, caracterizado por la concentración 
empresarial, la producción masiva y el consumo de alimentos ultraprocesados, 
y sus efectos negativos en la salud, el territorio y los pequeños productores. 

El doctor Uberto Salgado y la maestra Montserrat Sacristán hacen un puntual 
análisis en su artículo “De lo fresco a lo ultraprocesado: canales de distribución, 
oferta alimentaria y diabetes en México, 2018-2023”, sobre la relación entre la 
mortalidad por diabetes y la proliferación de supermercados y minisúper en 
México. Mediante un modelo de econometría espacial que capta la heterogenei-
dad estructural que existe entre las entidades federativas mexicanas.

En el artículo “Mito y realidad de la política social de la 4T. Monetización y 
centralización del gasto social”, la doctora Teresa López González y el licenciado 
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Miguel Ángel Márquez Toscano llevan a cabo una revisión de la política social 
de la 4T para el periodo 1995-2018, al efectuar un análisis de hechos estilizados.

Finalmente, Jonathan Armeaga Díaz, en el artículo “Herramientas comunita-
rias en la metadata del Inegi: un reto para la visibilidad de estrategias económi-
cas de producción comunitaria”, analiza la falta de visibilidad de las economías 
comunitarias e informales en México debido a la ausencia de herramientas es-
tadísticas adecuadas, particularmente en la metadata del Inegi.
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                      El neocolonialismo 
norteamericano del siglo XXI y la 
seguridad alimentaria de México

Argelia Salinas Ontiveros1 

Introducción
El presente trabajo tiene como objetivo analizar cómo las transformaciones 

recientes en la política económica y comercial de Estados Unidos, en el con-
texto de una crisis del modelo neoliberal y el surgimiento de nuevas formas de 
neocolonialismo, inciden en la seguridad alimentaria de México. En particular, 
se busca examinar el papel de la dependencia agroalimentaria, las implicacio-
nes de la posible reconfiguración del Tratado entre México, Estados Unidos y 
Canadá (T-MEC), así como las condiciones estructurales del sistema alimentario 
nacional —especialmente en lo que respecta a los pequeños productores— con 
el fin de identificar los riesgos, desafíos y las posibles alternativas para fortale-
cer la soberanía alimentaria del país.

La crisis del capitalismo actual y la seguridad alimentaria
El viraje que desde marzo de 2025 ha tenido la política económica de Estados 
Unidos muestra ya afectaciones importantes a las economías del mundo ente-
ro, pero sobre todo la economía de los países menos desarrollados de América 
Latina y el Caribe (ALC) está resintiendo ese viraje, que ya en 2026 adopta la 
forma de una verdadera guerra comercial y que empieza a convertirse en una 
guerra militar. Basta con observar el caso de la invasión armada a Venezuela el 
3 de enero de 2026, misma que, con el objetivo de obtener la venta preferencial 
de petróleo, implicó el “secuestro” del presidente de Venezuela Nicolás Madu-
ro. Así, dicha política que inició como una guerra comercial con la imposición 
de aranceles, transitó a lo que se puede denominar el colonialismo del siglo XXI, 
es decir, lo que parecía superado a través de la historia del capitalismo transitó 
a una guerra que amenaza cada vez más a varios países, sobre todo de nuestra 
región, como Colombia, Brasil y México, y así lo denotan los discursos amena-
zantes del mandatario Donald Trump (DT).

1	Investigadora del Instituto de Investigaciones Económicas, UNAM. Correo electrónico: argelia@unam.mx
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La creciente intervención de las fuerzas armadas de Estados Unidos en dife-
rentes naciones deja ver que es la única salida a la crisis económica y de domi-
nación del imperio del mundo, desde el término de la Segunda Guerra Mundial. 
Dicha crisis muestra grandes dificultades para superarse en el corto plazo, sobre 
todo mediante los instrumentos del modelo económico neoliberal, modelo sus-
tentado en mecanismos de intercambio muy desigual que significaron niveles 
de extracción de ganancias y de explotación de la población pobre de los países 
dependientes, así como de explotación de sus recursos naturales y devastación 
de amplias regiones con riqueza agrícola, minera, pecuaria y forestal. La actual 
crisis del neoliberalismo evidencia el debilitamiento de sus bases de sustenta-
ción: economía de libre mercado, baja intervención del Estado, disciplina fis-
cal, liberalización de las tasas de interés, liberalización del comercio mediante 
la reducción drástica de aranceles, liberalización de la inversión extranjera, y 
privatización de las empresas públicas. El ”modelo” pregonaba resolver así los 
problemas de inflación y del crecimiento.2  

Desde la crisis económica mundial del 2008, los resultados del modelo neo-
liberal mostraron su ineficacia, el crecimiento económico no se recuperó y las 
fases del ciclo económico han tenido menores periodos de crecimiento con pre-
dominio de los de estancamiento y depresión. Así lo confirman las cifras del 
crecimiento del producto interno bruto (PIB) a escala mundial de los años 2024 
y 2025. En términos porcentuales, Estados Unidos pasó del 2.6-1.9, Canadá, 
del 1.3-2.4, China creció 5.0 y luego bajó a 4.0. La India fue el país con mayor 
crecimiento al pasar del 7.0-6.5. En América Latina, Brasil transitó del 2.1-2.4 
y México descendió del 2.2-1.6.3 No es extraño que el neoliberalismo y sus ins-
tituciones demuestren hoy todas sus contradicciones. Sin embargo, el viraje ya 
mencionado de ninguna manera debe confundirse con el regreso al intervencio-
nismo de corte keynesiano de los años cincuenta. El antecedente más cercano 
del neocolonialismo aparece en el año 2022 con la guerra entre Rusia y Ucrania, 
misma que incluyó, además de los bombardeos, el bloqueo a la entrada de ali-
mentos para la población afectada, de modo que los alimentos siguen siendo un 
arma muy afinada contra los pueblos que defienden su territorio, sus recursos y 
su cultura. Por ello, algunos autores han detectado las nuevas modalidades de 
acumulación de capital en los inicios de este siglo a través de las guerras.4 

En tal contexto se ubica México, toda vez que desde 2025 el gobierno de Es-
tados Unidos pasó de la imposición de aranceles al acero, a la reciente desca-

² Salama, P. [2006], “Apertura: ¿qué clase de apertura?”, Comercio Exterior, 56(1), México.	

³ Fondo Monetario Internacional (FMI), Proyecciones 2025, <www.voronoiapp.com>, consultado el 20 de enero 
de 2026.	

⁴ Ceceña Martorella, A. E. (coord) [2023], Las guerras del siglo XXI, Buenos Aires, Clacso.	
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lificación de los productos que México intercambia con ese país, entre los que 
destacan los alimentos. Refiriéndose al T-MEC, DT afirmó que este “no tiene una 
ventaja real, es irrelevante”.5 Dicho Tratado se encuentra bajo revisión por lo 
que su renovación no es automática, dependerá de la voluntad del presidente 
estadounidense. Por lo cual, es importante tomar en cuenta los siguientes da-
tos, en el rubro de importaciones están la mayor parte de los granos básicos 
que México consume con base en el T-MEC. La relación comercial entre Méxi-
co y Estados Unidos actualmente está dando lugar a un intercambio más des-
igual e incluso podría perder vigencia, como lo hemos señalado, así lo indican 
las recientes declaraciones del primer mandatario de Estados Unidos; en este 
marco, nuestro país corre el riesgo de enfrentar una crisis agroalimentaria que 
afectaría aún más a la población en situación de pobreza y pobreza extrema 
y profundizaría la inseguridad alimentaria existente.6 Cabe mencionar que, si 
bien la capacidad exportadora de alimentos de México es notable, esto ha sido 
a través del intercambio desigual de nuestras exportaciones de productos agro-
alimentarios, que se venden a Estados Unidos a un precio menor de lo que se 
importan, siento el impacto tal que numerosos de nuestros pequeños produc-
tores han sido desplazados hacia otras actividades, ya sea en las ciudades gran-
des de nuestro país o hacia Estados Unidos. De este modo, la competencia con 
los productos importados con precios más bajos (precios dumping) de Estados 
Unidos principalmente, como es el caso de los granos básicos, ha causado el 
desmantelamiento de numerosos pequeños productores. Este factor negativo 
del T-MEC debiera orientar la política comercial hacia la diversificación median-
te el intercambio con otros países. 

El sistema alimentario de México como actividad estratégica
 

El crecimiento y el desarrollo de cualquier país resultan determinantes para las 
actividades de producción y abasto de los alimentos, sean de origen agrícola, 
pecuario o pesquero que se expresan como producto interno bruto (PIB), mis-
mas que conforman el sector alimentario.7 Son determinantes porque coadyu-

⁵ Reuters [2026, 13 de enero], “Trump dice que el T-MEC no tiene ventaja real, 'es irrelevante '?”, La Jorna-
da, <https://www.jornada.com.mx/noticia/2026/01/13/economia/el-tmec-es-irrelevante-para-estados-uni-
dos-trump>.	

⁶ “Existe seguridad alimentaria cuando las personas tienen alimentos suficientes, seguros y nutritivos para su 
crecimiento y desarrollo y una vida activa y saludable”, FAO, 2001.	

⁷ “El sector alimentario incluye la producción primaria agrícola, pecuaria, forestal y de pesca, y la industria pro-
ductora de alimentos y tabaco”, Margarita Flores de la Vega, ”El sector agroalimentario en México en la perspec-
tiva de la sustentabilidad”, Revista Economía Mexicana, núm. 6, Facultad de Economía, UNAM, México, 2021, p. 
128.	
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van a una función vital, que es la alimentación y la nutrición. De modo que el 
subsector rural de cada país es el espacio donde la conjunción de tres elementos 
(el territorio, la población y los recursos naturales) es relevante en el objetivo 
de satisfacer esta necesidad humana. Tiene relevancia que si bien la producción 
interna se complementa con las importaciones, todos los países intentan lograr 
la mayor autosuficiencia posible con la finalidad de proteger y conservar su so-
beranía alimentaria.8 México se caracteriza por ser una nación importadora de 
alimentos básicos desde la década de 1980, importaciones que, en el periodo 
que va de 1990-2026, se han incrementado en mayor medida. Actualmente, 
las importaciones y exportaciones de alimentos se efectúan y regulan mediante 
el T-MEC, pero en este 2026 existe un alto grado de incertidumbre debido a los 
cambios en la política comercial impuesta por el actual mandatario de Estados 
Unidos, lo cual podría representar serios problemas para nuestro país. 

Si bien en México participan en la producción agropecuaria dos grandes sec-
tores productores, el sector empresarial y los pequeños productores, lo cierto es 
que el subsector empresarial tiene la capacidad para afrontar su problemática 
productiva y financiera, no así el sector de los pequeños productores que culti-
van en parcelas de escala pequeña (menores de cinco hectáreas), cuya produc-
tividad depende de la lluvia, que tienen fuertes limitaciones financieras para 
la compra de insumos así como para la fertilización periódica de los suelos ya 
bastante deteriorados por la presencia de contaminantes tanto de agroquími-
cos como de aguas residuales no tratadas. Además, a partir de los años noventa 
dichos productores se enfrentan a la expulsión de sus parcelas debido a la pre-
sencia cada vez mayor de empresas extractoras de productos mineros de alto 
valor monetario. 

Por estas razones, en este espacio centramos la atención en el segmento de los 
pequeños productores de México que suman 5 653 637 de acuerdo con el último 
Censo Agropecuario; la mayoría corresponde a ejidatarios de las entidades del 
país, las cuales se caracterizan por estar en condiciones de pobreza y pobreza 
extrema9 como Chiapas, Guerrero, Michoacán, Estado de México, Oaxaca, Pue-
bla y Veracruz. Aquéllos son también quienes abastecen en buena medida el 
mercado interno, generan empleo y tienen a su cargo el cuidado de los bosques.

⁸ Los Estados-Nación en cada país están en condiciones de establecer qué, cómo y en qué cantidades de producen 
los alimentos.	

⁹	Se define a la población en situación de pobreza “cuando padece al menos una carencia social y tiene un ingreso 
inferior al costo monetario de la línea de pobreza por ingresos, y como pobre extremo, cuando presenta al menos 
tres de las seis carencias sociales y un ingreso inferior a la línea de pobreza extrema por ingresos”, Inegi [2007], 
Censo Agropecuario. Estados Unidos Mexicanos. Censo Agropecuario 2007. IX Censo Ejidal, Aguascalientes,              
<https://www.ine.org.mx>.	
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Hoy día los pequeños productores son cada vez más reconocidos como el seg-
mento más importante en la producción de alimentos a nivel mundial, la pro-
pia Organización Mundial para la Alimentación (FAO) así lo reconoce, además 
también la Cepal reitera su importancia para ALC. Por ejemplo, en el caso de 
Colombia, se ha verificado la importancia de los pequeños productores porque 
de acuerdo con Penagos: 

tienen el potencial de convertirse en actores clave de este proce-
so al contribuir a la diversificación y la sofisticación de los merca-
dos alimentarios, incrementando la oferta de alimentos saludables 
y accesibles, incluso en entornos con cadenas de suministro cortas o 
restringidas. Al mismo tiempo, pueden impulsar la transición hacia 
prácticas más positivas con la naturaleza. La diversificación y so-
fisticación no sólo generan oportunidades de innovación y mayores 
ingresos para cada agente de la cadena, sino que también ofrecen 
un camino hacia una inclusión productiva ampliada que contribuye 
a combatir el hambre de forma localizada, mejorar la seguridad ali-
mentaria y que permite una mayor escala de la producción de forma 
sostenible.10  

    El T-MEC en revisión y el futuro de la seguridad 
alimentaria de México
En este 2026 está finalizando un proceso de consulta a nivel nacional, enfocado 
a la renovación del T-MEC, un tratado que determina la producción el comer-
cio y los ingresos que derivan de este último y que, por tanto, determinan los 
niveles de crecimiento de México. Previamente, Estados Unidos redefinió las 
relaciones comerciales a través de convenios y la aplicación de nuevos aranceles 
a los productos como el acero, los automóviles, y los que se consideren como 
competencia desleal para la economía estadounidense y, para el tema que nos 
ocupa; el renglón agroalimentario tiene alta probabilidad de sujeción a nuevas 
reglas de comercio, y el efecto puede tener serias consecuencias en el grado de 
dependencia alimentaria que desde los años noventa ha ido en aumento. 

Si bien es cierto que desde 2018 existen políticas públicas que se han orientado 
al rescate del campo mexicano en el marco del modelo económico “humanista”, 
los resultados no se obtendrán en el corto plazo. Cabe destacar los apoyos que 

¹⁰ Penagos, Á. M., M. C. Quesada y D. Vergara [2025], Sistemas agroalimentarios e integración de pequeños 
productores a cadenas de valor agroalimentarias: evolución en el ámbito internacional y tendencias en Colom-
bia, Serie Estudios y Perspectivas, Bogotá, Oficina de la Cepal, (LC/TS.2025/107-LC/BOG/TS.2025/1) (51): p.7 
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se están instrumentando en la producción de alimentos básicos como son arroz, 
frijol, maíz blanco, cacao, azúcar y leche. No obstante, los primeros resultados 
con una significativa reducción de la pobreza y de la pobreza extrema, tienen 
ya un impacto favorable para la población. Por ello, los abruptos cambios y la 
incertidumbre que genera la renovación (o anulación) del T-MEC ya están ge-
nerando problemas inflacionarios que se agregan al bajo índice de crecimiento 
económico de nuestro país. Además, la aplicación de la política económica de 
Estados Unidos con el fin de restituir su poderío económico y militar ya tiene 
consecuencias negativas en la economía mexicana. El caso del empleo es un 
indicador muy relevante para los tres sectores de la economía mexicana, pero 
para el sector agropecuario es de mayor importancia por el rezago económico y 
social que ha tenido durante más de 30 años. 

Al respecto, consideremos los siguientes datos. En el sector agropecuario la-
boran 6.1 millones de personas de la población ocupada; el 86.7 % corresponde 
a varones y 13.3 % a mujeres. Las actividades agrícolas son las que más emplean 
a población rural; la cifra asciende al 77 %, le sigue con el 7.9 % el subsector ga-
nadero y en tercer lugar con el 3.4 % están las actividades silvícolas, pesqueras, 
recolección de leña y acarreo de agua. Aun así, la pobreza laboral afecta a 11.7 
millones, lo que representa el 49 % de la población de este sector. Con estas 
características, México ocupa el noveno lugar en la producción mundial de ali-
mentos, el octavo en producción de ganadería primaria y el décimo en produc-
ción mundial de cultivos agrícolas. Según la modalidad hídrica, en México se 
cultivan bajo riego 7.2 millones de hectáreas (ha) y con temporal 16.2 millones 
de hectáreas.11  

Otra consecuencia negativa es el incremento del precio de la canasta de ali-
mentos básicos, sobre todo del maíz y, por ende, de la tortilla; tales alimentos 
afectan primordialmente a la población con menos recursos de México, y así 
ocurrió en el año 2009 y en 2020 cuando emergieron esas crisis económicas. 

El costo de la canasta básica alimentaria se ha incrementado entre 2018 y 
2026; en 2019 aumentó a 3 100 pesos y en 2024 a 3 600 pesos y alcanzó los 
cuatro mil pesos al finalizar 2025.12  

La canasta alimentaria tiene un total de 47 productos para las zonas urbanas 
y 44 para las zonas rurales. Los productos considerados en dicha canasta son 
los siguientes: 1) cereal y derivados; 2) carnes pescados y mariscos; 3) leche y 
derivados; 4) huevo; 5) aceites y grasas; 6) tubérculos; 7) verduras y legumbres; 

¹¹ Dirección General del Sistema de Información Agroalimentaria y Pesquera (SIAP) [2025], Panorama agroa-
limentario, México.	

¹² Instituto Nacional de Estadística y Geografía (Inegi) [2025], Índice de precios al consumidor de la canasta de 
consumo mínimo: documento metodológico, México, Instituto Nacional de Estadística y Geografía.	
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8) frutas frescas; 9) leguminosas, azúcares y mieles; 10) bebidas y alimentos 
preparados, y 11) alimentos fuera del hogar. Cabe mencionar que, los tres gru-
pos con mayor número de productos en ambas canastas son: carnes; cereales y 
derivados, así como verduras y legumbres.13 

Conclusión
Ante la profundización de la problemática aquí esbozada, es importante buscar 
todas las posibles alternativas, entre las cuales mencionamos por ahora las si-
guientes: 

• Tomando en consideración la situación de incertidumbre para que Méxi-
co permanezca en el T-MEC, las negociaciones de este país deben orientarse 
a mejorar las condiciones de comercio en beneficio de México, en particular 
en el rubro de las importaciones de los alimentos que conforman la canasta 
básica alimentaria. 

• En el renglón de las exportaciones, los negociadores de México deben 
orientarse a mejorar los precios de nuestros productos alimentarios como 
son frutas, legumbres, café, azúcar y caña de azúcar. Considerando que cuan-
do se exportan frutas y legumbres también se está exportando agua y el pre-
cio de ésta se ha incrementado debido a la sequía que afecta tanto a México 
como a Estados Unidos. Solamente así será factible inclinar el intercambio 
desigual que hoy existe. 

No se trata de firmar el T-MEC únicamente para darle cumplimiento jurídico, 
frente a la política estadounidense claramente opresiva hacia los países de ALC, 
es necesario y urgente diversificar nuestro comercio agroalimentario con otras 
naciones. La defensa de nuestra soberanía alimentaria equivale a la defensa de 
la soberanía nacional hoy más que nunca. 

¹³  Instituto Nacional de Estadística y Geografía (Inegi), [2025], Índice de precios al consumidor de la canasta 
de consumo mínimo: documento metodológico, México, Instituto Nacional de Estadística y Geografía.	



12

El campo en México como sector 
estratégico: reflexiones más allá de 

la agroalimentación
Ángel Jesús Rosales Maldonado1 

Según el Consejo Nacional Agropecuario (CNA), México ocupa el undécimo lu-
gar en producción y el noveno en exportación de alimentos a nivel mundial,2 
lo cual hace que este sector sea estratégico para el desarrollo de nuestro país. 
En este contexto, el sector agroalimentario figura como uno de ellos dentro del 
“Plan México: Estrategias de desarrollo económico, equitativo y sustentable 
para la prosperidad compartida” (Gobierno de México, 2025), programa que, 
puesto en marcha por el actual gobierno federal, pretende ser un plan a largo 
plazo para el desarrollo regional del país. Cabe mencionar que la primera de las 
18 acciones de este Plan es “Aumentar la soberanía alimentaria”: acción que pa-
rece obvia para cualquier país, pero que además contrasta con la posición que 
México ocupa en la producción y exportación de alimentos mencionada líneas 
antes. Vayamos a los detalles.

México importó una cifra récord de 47.9 millones de toneladas de 
granos y oleaginosas durante 2025, lo que representa un incremento 
de 2.3 por ciento respecto del año anterior, muestran datos oficiales 
recopilados por el Grupo Consultor de Mercados Agrícolas (GCMA).3 

México es una potencia exportadora de productos como aguacate, agave, chile 
y hortalizas, entre otros. No obstante, y en contraste con estos datos, México 
ocupa también los primeros sitios entre los países importadores de granos bá-
sicos, al importar cerca del 49 % del maíz que se consumió en 2025 y 233 mil 

1	Profesor de sociología en la Facultad de Estudios Superiores Acatlán, UNAM. Correo electrónico:                                                                              
857620@pcpuma.acatlan.unam.mx .

² Consejo Nacional Agropecuario [2025, 22 de enero], El Plan México y el sector agroalimentario, <https://cna.
org.mx/el-plan-mexico-y-el-sector-agroalimentario/>.	

³ Carbajal, B. [2026, 19 de enero], “México importó una cifra récord de granos en 2025: 47.9 millones de tone-
ladas”, La Jornada, <https://www.jornada.com.mx/noticia/2026/01/19/economia/mexico-importo-una-cifra-
record-de-granos-en-2025-479-millones-de-toneladas>.	
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toneladas del total de frijol consumido por los mexicanos, según datos publica-
dos en el diario La Jornada el pasado 6 de febrero de 2026.

En este ejemplo de nuestro país, la situación es sin duda de riesgo y contradic-
toria pues sabemos de las posibilidades, en cuanto a características geográficas 
se refiere, que México tendría para ser altamente productivo en el tema agrí-
cola. Aún con esto, no se descartan los impactos que las variaciones climáticas 
pudieran tener, aunque esto no agotaría la explicación de las dificultades que en 
diferentes épocas se han tenido al respecto.

Históricamente nuestro país ha puesto de algún modo atención al tema agra-
rio. La presencia de los españoles en la conquista, refiere la atención puesta al 
tema mediante modos particulares de organización y reparto de la tierra, consi-
derando en gran medida las formas de organización prehispánicas reguladas de 
distinta manera, las cuales están sujetas a diferentes análisis. Posteriormente, 
en el México independiente, se da cuenta del esfuerzo por atender dicho tema 
con la creación de la Ley Agraria promulgada el 6 de enero de 1915, conoci-
da también como la “Ley Cabrera”, que, entre otras cosas, además de regular 
la propiedad rural, organizaba las obligaciones y los derechos de ejidatarios y 
comuneros. La última reforma a la ley mencionada ocurrió en 2024, impactan-
do en el artículo 27 constitucional, que establece que la propiedad de tierras 
y aguas dentro del territorio nacional corresponde originalmente a la Nación, 
la cual puede transmitir el dominio a particulares, constituyendo la propiedad 
privada.

Así, después de la promulgación de la Ley Agraria, dentro del marco de la gue-
rra civil iniciada el 20 de noviembre de 1920, en la que resaltan, entre muchos 
otros temas, los conflictos por la tierra, presentes en el grito zapatista de “Tierra 
y libertad”. Sumemos a este entorno, el empeño de los gobiernos posteriores 
para darle cause al tema agrario, como lo hace Lázaro Cárdenas en su tiempo, 
hasta llegar a las acciones emprendidas por Carlos Salinas de Gortari, con el fin 
del reparto agrario.

Sin duda, el tema agrario es parte fundante de la historia de nuestro país y de 
cualquier otro. La diferencia tal vez está en cómo o desde qué enfoques ha sido 
atendido este tema. La historia nos enseña cómo ha sido motivo de intensos 
conflictos sociales, pero también cómo es que la atención a la cuestión agraria 
ha sido motivo de desarrollo económico y social. Es posible preguntar enton-
ces: ¿cuáles son los factores que hacen del tema agrario un freno o un motor de 
desarrollo para los países? Ante los avances científicos, tecnológicos e indus-
triales, ¿es posible superar situaciones de rezago agrícola y riesgo alimentario 
como las que nuestro país y Latinoamérica experimenta? 
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De este modo, podríamos pensar en varios factores que han afectado el desa-
rrollo de la agricultura. Por ejemplo, en el acelerado y sostenido crecimiento de-
mográfico (el cual no siempre es negativo para el desarrollo), la disponibilidad 
de recursos naturales y técnicos, la generación de políticas públicas óptimas 
para la producción, conservación y distribución de los productos del campo, 
o bien, en la apertura y promoción de espacios de estudio y análisis científico 
sobre temas referentes a la agricultura, entre muchos otros. 

Sin duda la respuesta no es sencilla. Resulta evidentemente multifactorial y en 
la revisión de los hechos, con momentos políticos, sociales o económicos claves 
perfectamente identificables, a partir de los cuales, se puede suponer que la 
atención y los esfuerzos dirigidos a impactar positivamente en el tema agrario, 
no han sido suficientes ni adecuados.

Un detalle importante por considerar es que, si bien es cierto que el Estado 
ha asumido la rectoría del tema en cuestión, tal dirección presenta matices o 
modos de acción que deberían repensarse, más aún a sabiendas de que es un 
tema de alto impacto para su población y sobre todo ante la realidad que en este 
sentido tenemos frente a nosotros.

Hoy el Estado debería ser capaz de orquestar acciones en favor del desarrollo 
agrícola, con la inclusión de todos los actores con posibilidades de incidir posi-
tivamente en el tema y asumiendo su papel principal como gobierno, antes que 
como agente ejecutor único. 

Además, es necesario considerar que la agricultura no sólo forma parte de un 
sector estratégico en cuanto a la producción y, antes bien, es parte de un modo 
de vida específico de poblaciones enteras, donde interviene otro variado núme-
ro de factores como el identitario, cultural o religioso, dejándonos ver que éste 
es un tema también de orden antropológico.

Es preciso señalar entonces que los Estados modernos, en su mayoría, po-
seen una estructura robusta que incluye universidades e institutos, iniciativa 
e inversión privada, marcos legales para el comercio nacional e internacional, 
entre muchas otras fortalezas, mediante las cuales podrían emprender acciones 
no sólo a favor del tema agrario, sino también de todos aquellos temas de gran 
efecto e interés social.

En el tema que nos atañe y en apenas un factor como la educación, datos es-
tadísticos como los publicados por el Instituto Mexicano para la Competitivi-
dad revelan, por ejemplo, cuáles son las proyecciones de egresados por área 
de estudio en México con miras al 2050, y no es noticia saber que áreas como 
la agronomía prácticamente no tienen incremento en sus egresos, lo cual, sin 
duda, pone en desventaja la atención de estas áreas estratégicas, ya no sólo de 
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estudio, sino productivas para el sostenimiento alimentario del país. La pre-
sencia de estos espacios de estudio, producción y difusión de conocimiento en 
zonas con alto potencial agrícola o bien para procesar, conservar y transportar 
alimentos, pasa por alto esta posibilidad, impactando no solo negativamente en 
el sector agrícola, sino en el campo laboral y en la vida social de manera general 
(gráfica 1). 

Gráfica 1.

Fuente: Tomado de IMCO (2025), Compara Carreras 2025. Disponible en: https://imco.org.mx/wp-content/
uploads/2025/11/Documento_Compara-Carreras-2025.pdf

En otro sentido, estos datos causan asombro considerando que nuestro país 
posee una riqueza en recursos naturales que podrían alentar la promoción de 
estudios profesionales y técnicos en pro de la agricultura. Sin embargo, tal pro-
moción, ya sea por desconocimiento o falta de interés, no está ocurriendo según 
estudios que dan seguimiento a este tema (gráfica 2).

Otros aspectos que sin duda generan un efecto en el tema agrario son los que 
refieren a la vida institucional de los países. En este sentido, la historia nos en-
seña que la debilidad institucional tiene impactos negativos no sólo en áreas 
como la agricultura, sino en todas aquellas áreas de interés social como la edu-
cación o la seguridad. 
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Así, aunque México ha tocado el tema agrícola mediante la creación de leyes, 
éstas, al traducirse en acciones de gobierno no alcanzan más que para emotivos 
discursos, en el mejor de los casos, por no profundizar en el clientelismo polí-
tico que las promesas de mejora al campo generan en los procesos electorales. 
Mención aparte, el hecho de que uno de los partidos más representativos de 
nuestro país tuvo en su base fundante al sector campesino, pero sin garantizar 
siquiera mejoras en beneficios del sector productivo y mucho menos en la po-
blación.

Gráfica 2. 

Fuente: Tomado de IMCO (2025), Compara Carreras 2025. Disponible en: https://imco.org.mx/wp-content/
uploads/2025/11/Documento_Compara-Carreras-2025.pdf

A la debilidad institucional y falta de propósito para la promoción del desa-
rrollo académico y científico del sector agrario, podemos sumarle la falta de 
innovación técnica como un elemento a considerar en este análisis. Y es que, si 
bien los avances tecnológicos son visibles en un sinnúmero de áreas, el campo, 
cuando menos en nuestra región, parece ir a un ritmo e intención alejada de 
estos avances, cual si las innovaciones tecnológicas e industriales fueran total-
mente antagónicas al desarrollo del campo.
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Ugo Pipitone,4 en su ensayo titulado El eslabón perdido, apunta en este sen-
tido cómo es que América Latina ha generado una utopía negativa en donde la 
emergencia de las megalópolis, sumada a debilidades institucionales, falta de 
innovación técnica y estructuras agrarias atrasadas, genera polos de subdesa-
rrollo como los que conocemos en nuestra América Latina.

Las afirmaciones de Pipitone, deberían animarnos a reflexionar y a emprender 
acciones concretas en el tema, sobre todo considerando los contextos actuales. 

Muchos y muy variados son los alcances que el tema agrario tiene. Depen-
dencias alimentarias, mercados débiles, pobreza de distintos tipos, migración 
forzada, marginación social y económica son algunos ejemplos de los impactos 
que visibilizan la falta de atención y de enfoques adecuados al tema. 

Probablemente es tiempo de considerar con seriedad que el desarrollo, en un 
amplio sentido, no puede ni debe anclarse a un solo sector y que requiere del 
aprovechamiento de los recursos naturales disponibles y de las visiones más 
amplias con la inclusión y complementación de distintos sectores para un mis-
mo fin. Los casos de desarrollo de países como Canadá, Países Bajos, Estados 
Unidos, Japón, Inglaterra y otros nos muestran que es imposible emprender 
desarrollo económico o industrial con el descuido de las estructuras agrarias 
(tanto las físicas como las sociales) y, al contrario, el fortalecimiento de estas 
estructuras da una base sólida para el desarrollo de los países.

Así, instituciones gubernamentales, iniciativa privada, instituciones educati-
vas y demás sectores sociales podrían suscitar desarrollos sostenibles en be-
neficio de muchos. No basta con filantropías para el campo y su gente, la mo-
dernización del campo debe alcanzar la raíz de éste con miras a romper de tajo 
con aquellas prácticas y estructuras que han dejado al margen de la vida social, 
política y económica a quienes en estos lugares habitan y trabajan y de quienes, 
queramos o no, dependemos.

⁴ Pipitone, U. [2004], “Agricultura: el eslabón perdido”, Globalización, agricultura y pobreza, 93.	
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     Análisis territorial y desarrollo 
socioeconómico desde el enfoque 

de los sistemas agroalimentarios 
localizados

Jessica Mariela Tolentino Martínez1 y Araceli Olivia Mejía Chávez2

Introducción
Este sistema alimentario global de producción, transformación, distribución y 
venta se caracteriza por tener una estructura vertical, donde las grandes com-
pañías o empresas globales cuentan con infraestructura y logística altamente 
tecnificadas, con las cuales movilizan grandes volúmenes de productos con una 
eficiencia y a una velocidad que antes no era posible observar.

Con la tecnología digital, es posible adquirir cualquier producto y recibirlo en 
cuestión de horas, siempre y cuando el centro de distribución se encuentre en 
una zona cercana al consumidor o usuario; o bien, esperar un par de días, si es 
que el producto debe trasladarse desde el otro lado del mundo. Esto ha modifi-
cado completamente la forma de producción y consumo, así como la logística y 
el transporte de los productos a escala global.

En el caso de la cuestión alimenticia y alimentaria, las grandes empresas son 
las que están delineando ¿qué comer?, ¿cómo comer?, ¿dónde comprar? y, 
prácticamente, ¿cuándo comer?

Sistemas agroalimentarios localizados
Encontramos a disposición muchísimos alimentos de todo tipo y diversas ca-

lidades. Sin embargo, casi todos ellos por lo general son alimentos ultrapro-
cesados, con altos niveles de grasas, azúcares, colorantes artificiales y, sobre 

1	Investigadora del Instituto de Investigaciones Económicas, UNAM. Correo electrónico:                                                                                                            
jessicatolentino@comunidad.unam.mx

2 Académica del Instituto de Investigaciones Económicas, UNAM. Correo electrónico:                                                                                                                          
olivia@iiec.unam.mx	
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todo, conservadores, que han traído consigo graves consecuencias a la salud. 
Diversos estudios han evidenciado que existe una correlación directa entre el 
consumo de estos alimentos y los problemas de salud que hoy día enfrenta Mé-
xico, como sobrepeso, obesidad, hipertensión y diabetes.3,4

Los alimentos que se están consumiendo en nuestro país son de mala calidad 
y nos están enfermando. De acuerdo con datos de la Encuesta Nacional de Sa-
lud y Nutrición,5 existe un consumo muy alto de azúcares añadidos, sobre todo 
entre la población de escolares y adolescentes, que corresponde al 22 % de la in-
gestión calórica total, lo que es sumamente grave y evidencia las implicaciones 
en la salud y una falta de política pública que promueva entornos saludables y 
el bienestar de la población.

El consumo de estos alimentos se vincula principalmente con el rápido acceso 
a ellos por la vida tan acelerada en la que vivimos, distanciándonos de alimentos 
de calidad y nutritivos. En el caso de México, estamos cada vez más alejados de 
comida relacionada con la milpa: maíz, frijol, calabaza, chile y otros alimentos 
como el tomate, el jitomate, los nopales, los quelites y las plantas medicinales, 
que, en épocas prehispánicas, formaban parte importante de nuestra alimen-
tación. Los alimentos que fueron muy consumidos, como los quelites, hongos 
e incluso el frijol, han disminuido y, en algunas regiones, prácticamente han 
desaparecido de la alimentación cotidiana. 

La pérdida de biodiversidad, debido a la expansión de monocultivos y el uso 
indiscriminado de pesticidas, ha traído consigo la degradación de los recursos 
naturales y otras externalidades sociales y económicas, propiciando la insegu-
ridad alimentaria y la vulnerabilidad de los pequeños productores.

El sistema de abasto tradicional, que dependía de una variedad de producto-
res, acopiadores y distribuidores al por menor y que encontraba en el mercado 
local y nacional sus principales puntos de venta, se ha modificado, dejando fue-
ra principalmente a los pequeños productores, quienes difícilmente encuentran 
una ventana de oportunidad para comercializar sus productos, debido sobre 
todo a los costos del transporte sumados a los de producción, y a la presencia 
de los intermediarios. 

³ Torres, F., y Rojas, A. [2018], “Obesidad y salud pública en México: transformación del patrón hegemóni-
co de oferta-demanda de alimentos”, Problemas del Desarrollo, 49(193): 145-169, <https://doi.org/10.22201/
iiec.20078951e.2018.193.63185>.	

⁴ Álvarez Gordillo, G. D. C., M. D. C. Arellano Gálvez, I. Anduro Corona y M. I. Ortega Vélez (coordinadores), 
[2021], Alimentación y daños a la salud en México: abordajes desde la interdisciplina, El Colegio de la Frontera 
Sur, Book print, p. 219.	

⁵ Ensanut [2020-2023], “Encuesta Nacional de Salud y Nutrición”, presentación de resultados en <https://www.
insp.mx/avisos/presentan-resultados-de-la-ensanut-2020-2023>, 2 de febrero del 2026.	
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Generalmente, los precios de los productos terminan siendo mucho más altos 
que los que se encuentran en las cadenas de supermercados, muchos de ellos 
productos de importación; pensemos tan sólo en el caso del fríjol o del arroz. 
Parecería que todo se encuentra perdido, sin embargo, como respuesta a las 
externalidades negativas del sistema alimentario global, existen hoy día alter-
nativas que buscan una reconexión entre los productores y los consumidores y, 
sobre todo, en la revalorización de los alimentos. Este es el caso de los circui-
tos cortos de comercialización (CCC), las redes alimentarias alternativas (RAA) y 
los sistemas agroalimentarios localizados (Sial), los cuales buscan y promueven 
una transición hacia dinámicas de producción, transformación, distribución y 
consumo más equitativo y consciente. 

Si bien tanto los CCC como las RAA tienen un enfoque socioeconómico que 
abarca prácticas productivas éticas y de valores, el criterio de los sistemas agro-
alimentarios localizados es territorial robusto que centra su atención en ali-
mentos cuya calidad se vincula estrechamente con el territorio, las dinámicas 
productivas entre los actores y el desarrollo económico local. 

El enfoque de los Sial surge en la década de 1990 en Francia y fue definido 
como “…organizaciones de producción y de servicios (unidades de producción 
agrícola, empresas agroalimentarias, comerciales, de servicios, gastronómi-
cas…) asociadas por sus características y su funcionamiento con un territorio 
específico. El medio, los productos, las personas, sus instituciones, su saber ha-
cer, sus comportamientos alimentarios y sus redes de relaciones se combinan 
en un territorio para producir una forma de organización agroalimentaria en 
una escala espacial dada”.6 

Con este criterio, el alimento “… no es un objeto de estudio sujeto a las relacio-
nes económicas, sino como resultado de la profunda interacción sociocultural 
e histórica de los hombres y los territorios”.7 El enfoque resulta novedoso, ya 
que pone en el centro al desarrollo territorial basado en los recursos locales y 
su gestión. Así, mientras que los modelos agroindustriales tradicionales operan 
desde una lógica de deslocalización de los productos, el Sial propone el anclaje 
territorial como una alternativa frente a la homogeneización, lógica de produc-
ción y el consumo del mercado global. En este sentido, podemos identificar al 
menos tres maneras en las que puede operacionalizarse la valorización de los 
recursos o los activos territoriales:

⁶ Poméon, T. y Fraire, J. [2011], Sial: un enfoque para el desarrollo territorial, Ciudad de México, Instituto In-
teramericano de Cooperación para la Agricultura/Centro de Cooperación Internacional en Investigación Agrícola 
para el Desarrollo.	

⁷ Torres G., J. Cañada y J. Muchnik [2010], Territorios rurales: pobreza, acción colectiva y multifuncionalidad, 
claves e interrogantes sobre los sistemas agroalimentarios localizados, México, Coordinación de Humanidades, 
UNAM, p. 15.	



21

1) Calidad y diferenciación territorial. A diferencia de los mercados de 
commodities, donde el precio está regulado principalmente por la oferta y 
la demanda global, en los Sial la calidad del producto se encuentra estre-
chamente vinculada con el saber-hacer que se vierte sobre el producto, lo 
que actúa como una ventaja competitiva asociada con un territorio en es-
pecífico; esto permite que el producto se diferencie de otros que existen en 
el mercado y pueda tener un valor agregado. 

2) Arreglos institucionales y gobernanza. Los arreglos institucionales, 
entendidos como las normas, las reglas, organizaciones y los procedimien-
tos que regulan y organizan las dinámicas locales, facilitan las dinámicas 
organizativas y socioeconómicas, lo que favorece a su vez la gobernanza 
de carácter horizontal que permite la cooperación y la corresponsabilidad 
entre los actores y genera cierta autonomía en los Sial.

3) Multifuncionalidad de los espacios rurales. Los recursos locales pue-
den ser aprovechados de diversas maneras para generar nuevas fuentes de 
empleo por medio de la agroindustria rural, el turismo, la protección del 
paisaje y los recursos naturales, aprovechando además la identidad y cul-
tura local, así como la preservación de los saberes.

Estas tres formas de operacionalización de recursos van estrechamente liga-
das, creando un círculo virtuoso basado en la confianza, el cual puede crear 
fuertes redes entre los actores al reducir la incertidumbre en los intercambios 
locales.

Las redes de confianza y la reducción de los costos de transacción contribuyen 
a que los Sial se vinculen con nichos de mercado donde existan consumidores 
que valoren la trazabilidad de los productos, el ambiente institucional y los pro-
ductos con valor de origen. En esta perspectiva, el consumidor deja de ser un 
ente pasivo para convertirse en un actor que decide qué llevarse a la boca, a la 
vez que contribuye con la recuperación de alimentos con identidad territorial; 
pensemos en el café, la miel, la vainilla y un sinfín de alimentos alrededor de los 
que pueden generarse nuevas dinámicas de consumo. Entonces, regresando al 
planeamiento inicial, podemos concluir que el sistema alimentario global nos 
desvincula del territorio, mientras que el Sial nos reconecta con el mismo.
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De lo fresco a lo ultraprocesado:                                                                                                                                  
          canales de distribución, oferta 
alimentaria y diabetes en México, 

2018-20231

Uberto Salgado2 y Montserrat Sacristán3

Introducción
Hoy día se ha consolidado un entorno obesogénico a nivel global que se relacio-
na estrechamente con el desarrollo de enfermedades crónicas asociadas con fac-
tores cardiovasculares (hipertensión, colesterol alto, infartos, etcétera), ciertos 
tipos de cáncer y diabetes. Esta problemática obedece en gran medida a que el 
sistema agroalimentario actual está orientado hacia la producción, distribución 
y sobreoferta de alimentos ultraprocesados de bajo costo que han saturado los 
espacios físicos y digitales, en detrimento de los canales locales y tradicionales 
de distribución como los mercados que promueven alimentos frescos; situación 
que obedece a una lógica capitalista de generar grandes ganancias para las em-
presas a expensas del valor nutricional de la comida.

El objetivo de este artículo es aportar evidencia empírica sobre la relación en-
tre la mortalidad por diabetes y la proliferación de supermercados y minisúper 
en México. Dicho análisis se desarrolla mediante un modelo de econometría 
espacial capaz de captar la heterogeneidad estructural que existe entre las di-
versas entidades federativas de nuestro país.

El presente trabajo se divide en tres secciones: en la primera, se plantea un 
análisis global del vínculo entre los alimentos ultraprocesados y los impactos 
económicos que genera la diabetes; en la segunda, se presentan datos sobre 
el impacto del consumo de estos productos en la salud de los mexicanos, así 
como el análisis de econometría espacial desarrollado; finalmente, se exponen 
las conclusiones del estudio.

1 Los autores agradecen al Instituto de Investigaciones Económicas por el apoyo ofrecido para el desarrollo de la 
presente investigación.	

2 Investigador Instituto de Investigaciones Económicas, UNAM. Correo electrónico:                                                                                                                                 
ubertosalgado@comunidad.unam.mx 	

³ Maestra en Mercadotecnia, apoyo a la investigación, Instituto de Investigaciones Económicas, UNAM. Correo 
elctrónico: monsacristan@gmail.com	
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Transición del sistema agroalimentario y carga económica 
de la diabetes
Padecimientos como la diabetes afectan la economía de un país de diversas for-
mas. A nivel micro, es posible dividir los costos directos e indirectos; los prime-
ros se vinculan con los gastos de bolsillo que realizan los hogares al atender las 
necesidades de sus miembros que padecen esta enfermedad, que van desde una 
alimentación especializada, consultas médicas, estudios y medicamentos para 
llevar a cabo el control adecuado de la enfermedad; los segundos se asocian con 
las consecuencias de la enfermedad, pues las personas que la padecen tienden 
a sufrir pérdidas de ingresos por incapacidad ya que una crisis glucémica puede 
provocar inasistencia o la búsqueda de empleos mal remunerados debido a la 
flexibilidad de horarios.4 

Por otro lado, a nivel macro también se contabilizan ambos tipos de costos; 
de forma directa, es posible considerar aquellos que se asocian con la presión al 
gasto público y que se destinan a cubrir los costos médicos de la población que 
la padece, mientras que los indirectos se relacionan con el retiro temprano de 
la fuerza laboral de aquella población económicamente activa que fallece como 
consecuencia de este padecimiento y la pérdida de productividad.5 

De acuerdo con la International Diabetes Federation,6 en 2024 la diabetes 
afectó a cerca de 589 millones de personas de entre 20 y 79 años de edad a ni-
vel mundial y provocó 3.4 millones de muertes; estas cifras implican que cada 
nueve segundos fallece una persona a causa de esta enfermedad; en buena me-
dida estas altas cifras se explican por el incremento en los niveles de obesidad 
entre la población adulta a escala mundial, pues de acuerdo con la Organización 
Mundial de la Salud, las personas adultas con obesidad se han duplicado des-
de 1990, y la obesidad adolescente se ha cuadruplicado a tal nivel que, para el 
2022, una de cada ocho personas vive con obesidad.7 

Las dietas poco saludables constituyen el principal motor de la actual epide-
mia global de obesidad, exacerbadas por el fácil acceso y la comercialización 
agresiva de alimentos ultraprocesados en los sistemas agroalimentarios nacio-
nales. Esta dinámica responde a la transformación de los entornos minoristas 

⁴ Salinas, M. A. [2021], “Cost of diabetes treatment in Mexico”, Mexican Journal of Medical Research ICSA, 9(17): 
16-21, <https://doi.org/10.29057/mjmr.v9i17.5593>.	

⁵ Arredondo, A., A. Azar, y A. L. Recaman [2018]. “Diabetes, a global public health challenge with a high epi-
demiological and economic burden on health systems in Latin America”, Global Public Health, 13(7): 780-787, < 
https://doi.org/10.1080/17441692.2017.1316414>.	

⁶ International Diabetes Federation (IDF) [2025], IDF Diabetes Atlas, 11th ed., <https://diabetesatlas.
org/>.	

⁷ OMS [2025], Obesity and overweight, December, <https://www.who.int/news-room/fact-sheets/detail/obesi-
ty-and-overweight>.	



24

bajo el modelo neoliberal, el cual ha propiciado el desplazamiento progresivo 
de los canales locales de distribución tal como son las tiendas familiares, los 
mercados y vendedores ambulantes en favor de formatos modernos, como las 
tiendas de conveniencia, supermercados, hipermercados y plataformas digita-
les, todos ellos abastecidos por cadenas de suministro globales. En este contex-
to, la industria de ultraprocesados utiliza dichos canales como vía estratégica 
para expandir su mercado y maximizar los volúmenes de venta.8 

En la siguiente sección se analiza la estrecha relación entre la incidencia de 
obesidad y diabetes en México, y la creciente penetración de productos ultra-
procesados en el sistema agroalimentario nacional.

El impacto de los ultraprocesados en México
Si bien el auge de los alimentos ultraprocesados ha sido tema de estudio a nivel 
mundial por su alta prevalencia en la salud, su manifestación responde a las 
dinámicas sociales, económicas y culturales de cada país, e incluso a las distin-
tas regiones dentro de él. En México, esta transformación alimentaria adquiere 
matices propios: la expansión de productos de rápida disponibilidad (mayor-
mente ultraprocesados y de bajo costo), junto con la paulatina sustitución de 
los mercados tradicionales han modificado no sólo los patrones de consumo y la 
vida cotidiana, sino también el panorama epidemiológico en torno a la diabetes.

En nuestro país, la dieta tradicional, históricamente caracterizada por su ri-
queza en legumbres, maíz nixtamalizado, verduras y frutas, ha sido desplaza-
da gradualmente por patrones alimentarios provenientes del extranjero que 
se caracterizan por ser densos en calorías y bajos en fibra. Esta transición es 
resultado directo de la transformación del sistema agroalimentario nacional y 
la expansión de cadenas de distribución internacionales, las cuales han reem-
plazado a los mercados públicos tradicionales; estos últimos son un elemen-
to de gran relevancia, pues se diferencian de otros canales de distribución por 
su función como “oasis alimentarios” que ofrecen productos perecederos y de 
consumo inmediato, concentrando mercancías con un mínimo procesamiento 
industrial, escasa incorporación de aditivos y gran aporte de nutrientes.9 

En contraparte, los minisúper y supermercados se han constituido como los 
canales primarios para la distribución de alimentos ultraprocesados, respon-
diendo a las estrategias expansivas de las grandes cadenas de autoservicio; se-

⁸ UNICEF [2025], Feeding profit: How food environments are failing children-2025 Child Nutrition Report, <ht-
tps://data.unicef.org/resources/feeding-profit-2025-child-nutrition-report/>.	

⁹ Solis López, M. K., M. D. L. Flores López y M. Neri-Suárez [2024], “Mercados y tianguis como oasis alimen-
tarios frente al comercio corporativo y sus repercusiones en la salud”, Regions and Cohesion, 14(1), <https://doi.
org/10.3167/reco.2024.140104>.	
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gún Solis, la consolidación de este modelo minorista fue impulsada por la in-
versión de corporaciones transnacionales, provocando el desplazamiento de los 
mercados tradicionales en Latinoamérica y su oferta de alimentos frescos.10 De 
acuerdo con el Directorio Estadístico Nacional de Unidades Económicas (DE-
NUE) del Inegi, entre 2018 y 2024, el número de supermercados aumentó de 
6,067-7 056 unidades; y en ese mismo periodo, el país experimentó un creci-
miento acelerado de minisúper, pasando de 47 735-66 545 establecimientos. 
Este fenómeno, podría bautizarse como una “oxxocización” debido a la estan-
darización del modelo de negocio que comparte este último tipo de tiendas, 
pues éstas se orientan a concentrar una amplia variedad de productos ultrapro-
cesados lo más cerca posible de los hogares.

Paralelamente a la expansión de este modelo de negocio, las enfermedades 
crónicas no transmisibles se han convertido en un desafío crucial para la polí-
tica de salud pública; México se sitúa entre las 10 naciones con mayor preva-
lencia de diabetes y mayor gasto destinado a su atención;11 esto debido a que 
actualmente las enfermedades cardiacas y la diabetes mellitus encabezan las 
principales causas de mortalidad entre la población, con incrementos anuales 
en el número de defunciones del 2.4 % y 3.0 %, respectivamente, entre los pe-
riodos de enero a septiembre de 2023 y 2024.12 

El deterioro en la salud pública es evidente, pues la población adulta con dia-
betes en México se ha triplicado, pasando de 4.4 millones en el año 2000 a 13.6 
millones en 2024;13 este aumento dramático se relaciona estrechamente con 
la reestructuración y el control de los canales de distribución por parte de las 
corporaciones transnacionales, las cuales priorizan sus ganancias a costa de la 
salud de los mexicanos, apropiándose de un eslabón estratégico del sistema 
agroalimentario.

Para tratar de probar la existencia de dicha relación, se desarrolla un análi-
sis espacial integral; pues partimos de análisis exploratorio de datos espaciales 
(AEDE) mediante mapas de distribución que evidencian cómo la infraestructura 
comercial que se orienta principalmente a la distribución de alimentos ultra-
procesados y la mortalidad por diabetes se superponen en regiones clave del 
país. Para validar de manera estadística esta observación y descartar coinciden-
cias fortuitas derivadas de las asimetrías regionales, se procede a la estimación 

¹⁰ Ibídem	

¹¹ International Diabetes Federation (IDF) [2025], IDF Diabetes Atlas, 11th ed., <https://diabetesatlas.
org/>.	

¹² Instituto Nacional de Estadística y Geografía [2024a], Estadísticas de defunciones registradas (enero a sep-
tiembre de 2023 y 2024) (Conjunto de datos), comunicado de prensa 6/25.	

¹³ International Diabetes Federation (IDF) [2025], IDF Diabetes Atlas, 11th ed., <https://diabetesatlas.
org/>.	



26

de un modelo econométrico espacial, el cual aísla el efecto específico de la ex-
pansión comercial sobre la salud pública. 

Los mapas 1 y 2 muestran un análisis espacial usando Box Maps, que compara 
la ubicación de supermercados y minisúper (izquierda) con el total de muertes 
por diabetes (derecha) en el año 2023; el análisis exploratorio muestra una re-
lación clara en la región centro y del Bajío, donde la alta cantidad de supermer-
cados y minisúper se relaciona con elevadas tasas de mortalidad por diabetes, 
confirmando visualmente la hipótesis de la “oxxocización”. Sin embargo, las 
discrepancias observadas en las regiones norte y sur-sureste evidencian que 
esta relación no es homogénea, sino que está mediada por la profunda hetero-
geneidad estructural de las regiones en México; esta variabilidad confirma que 
un análisis de correlación simple resultaría sesgado, por lo que es indispensable 
desarrollar un modelo de error espacial (spatial error model); pues esta meto-
dología permite controlar la dependencia espacial y los factores regionales no 
observables, aislando el sesgo territorial para estimar con robustez estadística 
el impacto real de la oferta de ultraprocesados sobre la mortalidad.

Mapas 1 y 2. Distribución de infraestructura comercial y mortalidad por diabetes 
(Hinge = 1.5) en México para 2023.

 
Fuente: elaboración propia con datos del Inegi 2025.
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Se estimó un modelo de error espacial (spatial error model) bajo especifica-
ción log-log para corregir problemas de escala y heterocedasticidad detectados 
en las versiones lineales (cuadro 1). Los resultados muestran una elasticidad 
positiva y altamente significativa (β=0.897, p<0.001) entre la infraestructura 
de comercio al por menor (supermercados y minisúper) y la mortalidad por 
diabetes. Esto sugiere que un incremento del 10 % en la penetración de estos 
puntos de venta se asocia, ceteris paribus, con un incremento del 8.9 % en las 
defunciones por esta causa.

Cuadro 1. Resultados de la estimación del modelo de error espacial (SEM, por sus 
siglas en inglés) para la mortalidad por diabetes y la infraestructura de autoservicio 

en México, 2023.

Nota: significación estadística al 1 %***, al 5 %**, al 10 %*. 

Fuente: elaboración propia con datos del Inegi.

Por su parte, las pruebas de diagnóstico del modelo confirman la robustez de 
los resultados, la prueba de Breusch-Pagan (p = 0.66) descarta problemas de 
heterocedasticidad, validando la eficiencia de los estimadores, mientras que el 
coeficiente Lambda significativo (λ = 0.467) justifica el uso de la econometría 
espacial para capturar la dependencia regional no observada en los determi-
nantes de la salud.

Conclusión
La heterogeneidad territorial confirmada en este estudio demuestra que las 
diferencias estructurales entre regiones condicionan el impacto de la diabetes 

Variable Coeficiente
Error 

estándar
Estadístico-Z Valor probabilístico

Constante 0.422166 0.505425 0.83527 0.40357
Log (supermercados y 

minisúper
0.896993 0.154272 5.81436 0.00000***

Lambda 0.466894 0.176369 2.64725 0.00811***

Número de observaciones = 32 Prueba de Breusch-Pagan (1) = 0.186 P-Val = 0.665

Coeficiente de determinación R2 = 0.53 Dependencia espacial del error para la matriz de pesos

Logaritmo de verosimilitud = -2.487 Prueba razón de verosimilitud (1) = 5.8 P-Val = 0.0159** 
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(mapas 1 y 2), lo cual sugiere que la política de salud actual es insuficiente frente 
a las asimetrías locales; por ello, resulta imperativo extender el análisis hacia la 
eficiencia del gasto y la infraestructura hospitalaria a nivel estatal.

Además, los resultados del modelo, al establecer una relación positiva y con 
una elasticidad cercana a la unidad entre el incremento de muertes por diabe-
tes y la expansión de supermercados y minisúper, hacen necesaria una regu-
lación comercial basada en el ordenamiento territorial. Ésta debe restringir la 
densidad de tiendas de conveniencia en áreas vulnerables con alta prevalencia 
del padecimiento, priorizando en su lugar la revitalización de los mercados pú-
blicos y su oferta de alimentos frescos. De esta manera, se adapta la respuesta 
estatal para recuperar la rectoría sobre el entorno alimentario y limitar la dis-
ponibilidad física de ultraprocesados en las zonas más afectadas por esta crisis 
sanitaria. 
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              Mito y realidad de la política                                                                                                                                         
           social de la 4T. Monetización y 

centralización del gasto social1

Teresa López González2 y Miguel Ángel Márquez Toscano3 

Introducción
Bajo el lema de campaña “Por el bien de todos, primeros los pobres”, Andrés 

Manuel López Obrador (AMLO) generó amplias expectativas sobre la política 
económica que instrumentaría, pero en particular sobre la política social. Como 
presidente electo para el periodo 2018-2024, la política económica mantuvo los 
principios centrales del neoliberalismo, como la disciplina fiscal, la autonomía 
del Banco de México, la liberalización financiera y el uso del tipo de cambio 
como instrumento antiinflacionario. Ello a pesar de haber anunciado, al igual 
que su sucesora la presidente Claudia Sheinbaum, el “fin del neoliberalismo”. 
Por su parte, la política social fue rediseñada y reorientada al eliminar los pro-
gramas Progresa-Oportunidades-Prospera (POP), para adoptarse un esquema 
de cobertura general para la población en su conjunto, basado en un enfoque 
incluyente universalista definido a partir de la construcción de nuevos sujetos 
sociales (estudiantes, hijos de madres y padres solos, adultos mayores, perso-
nas con discapacidad, etcétera), cuya estrategia operativa central son los pro-
gramas de transferencias monetarias directas. Paradójicamente, una de las ca-
racterísticas por la cual la Cuarta Transformación de la Vida Pública de México 
(4T) eliminó los programas POP fue por los efectos restrictivos y focalizados de 
las transferencias monetarias condicionadas, para ser sustituidos por una es-
trategia de ampliación de la cobertura de bienes y servicios sociales que condu-
jera a la universalización de los derechos sociales. 

¹ Este artículo se realizó en el marco de los proyectos PAPIIT IN304426 Política macroeconómica y transforma-
ciones estructurales e institucionales para América Latina. Relaciones intergubernamentales y federalismo fis-
cal; y el proyecto PAPIIT IN305926 Políticas macroeconómicas para el crecimiento y desarrollo de América Latina: 
una mirada multidisciplinaria.	

² Profesora de tiempo completo en la FES Acatlán, UNAM. Correo electrónico: tereslg57@gmail.com	

³ Sociólogo por la FeS Acatlán, UNAM. Correo electrónico: toscanosociologogmail.com	
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Como vemos, el rediseño y la reorientación de la política social de la 4T reforzó 
el esquema de transferencias monetarias y la centralización del gasto social de 
los programas sociales POP, cuyos efectos redistributivos fueron limitados en la 
reducción de la pobreza multidimensional. Además, ha mantenido y reforzado 
el uso de la política social con fines político-electorales, característica histórica 
de ésta desde su institucionalización en 1917. Por otro lado, la continuidad de 
este esquema por el actual gobierno de la 4T implica un permanente incremen-
to del gasto social, lo que significa un desafío presupuestario, dada la estructura 
tributaria regresiva y el nivel fluctuante de la base tributaria resultado de la 
irregularidad del ciclo de la economía y la elevada economía informal. 

El gobierno de la 4T asumió que este enfoque conjuntamente con otras políticas 
sociales conducirían a la universalización de los derechos sociales y, por tanto, 
a la consolidación de un Estado de bienestar en México. La evidencia empírica 
aportada por Cogco et al.,4 Cruz et al.,5 y Martínez6 muestra que dicho objetivo 
estuvo muy lejos de lograse en la administración de AMLO, aunque el discurso 
oficial atribuye la reducción de la pobreza a la política social instrumentada 
por la 4T. Al respecto, debe señalarse que el incremento del gasto social por sí 
mismo no conduce necesariamente a la ampliación de capacidades sociales, ni 
a la reducción sostenida de las carencias multidimensionales que determinan la 
pobreza. Por ello es necesario analizar la evolución y estructura funcional y del 
gasto social, para identificar los efectos de los programas sociales en la pobreza 
multidimensional. 

Desde esta perspectiva, la hipótesis que guio el análisis sostiene que, la política 
social de la 4T basada en el enfoque de cobertura universal focalizada operada 
mediante programas sociales de transferencias monetarias directas, es insos-
tenible financieramente en el mediano plazo, dado el crecimiento económico 
irregular y, en consecuencia, la fragilidad de las finanzas públicas. El trabajo se 
organiza en tres secciones, después de esta introducción, en la segunda sección 
se expone brevemente las características de la política social del periodo 1995-
2018; en la tercera, se analiza mediante hechos estilizados las características de 
la política social de la 4T. Finalmente se exponen algunas concusiones. 

⁴ A. R. Cogco Calderón, E. A. Zamarripa Espinoza y G. I. Ceballos Álvarez [2023], “La transición de la política 
social en México y su paso hacia la Cuarta Transformación,” en O. A. Martínez-Márquez, A. R. Cogco Calderón y J. 
A. Pérez Cruz (coords.), Política social en tiempos de la Cuarta Transformación. ¿Continuidad o cambio de para-
digma?, Editorial Comunidad Científica, Colección Ciencia e Investigación, pp. 35-50.	

⁵ I. B. Cruz, G.L. Fernández Lugo y E. G. Barrón Cruz [2024], “Cambio o continuidad en la política social de la 
Cuarta Transformación en México: de la focalización a la cobertura universal,” XAHNI Boletín Científico de la Uni-
versidad Autónoma del Estado de Hidalgo 2, (3): 6-14.	

⁶ M. I. Martínez Espinoza [2024], La política social de la 4T. Cambios, continuidades y contradicciones del com-
bate a la pobreza y la procuración del bienestar social durante la presidencia de Andrés Manuel López Obrador, 
Tuxtla Gutiérrez, Centro de Estudios Superiores de México y Centroamérica UNICACH/Tirant lo Blanch.	
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De la política social contributiva a los programas sociales 
de transferencias monetarias condicionadas focalizadas 
La política social de los gobiernos posrevolucionarios estuvo determinada por 
el proceso de industrialización y por la subordinación a los intereses políticos 
de los gobiernos de la época, en particular a la estabilidad político-social. Bajo 
este marco, las políticas sociales de los distintos gobiernos de esa época se dis-
tinguieron por su carácter contributivo, ya que se sostenían en el sistema de 
seguridad social basado en la participación tripartita de empleado, empleador 
y Estado.7 Dicho sistema fue el resultado de la institucionalización de los dere-
chos laborales establecidos en el artículo 123 constitucional, ya que se enfoca-
ron en la atención a la salud y educación de los trabajadores formales de la eco-
nomía, quedando excluidos los trabajadores del sector informal y la población 
de las zonas rurales. Hacia principios de la década de 1970, ante el descontento 
social provocado por la profundización de la desigualdad social, la política so-
cial expandió sus programas a la población en situación de pobreza y margi-
nación tanto de las zonas urbanas como rurales. Al respecto, Castillo y Arzate8  
sostienen que, hasta antes de 1982, la política social no se basó en un programa 
nacional, universal e incluyente de las poblaciones “desfavorecidas”. 

A finales de la década de 1980, bajo la administración del presidente Carlos 
Salinas de Gortari (1988-1994), y en el contexto de las políticas de estabiliza-
ción macroeconómica y las reformas estructurales, la política social transitó 
a un enfoque basado en la atención de necesidades específicas de grupos so-
ciales en pobreza y marginación, que eliminó los apoyos a toda la población.9 
Dicho enfoque dio origen al Programa Nacional de Solidaridad (PNS) operado 
mediante un esquema de focalización para combatir la pobreza y la margina-
ción, manteniendo algunas políticas universales de forma segmentada, como el 
acceso a la salud y educación, para grupos sociales que por diferentes factores 
no tenían acceso. En 1995 el presidente Ernesto Zedillo ajustó y rediseñó el PNS 
que dio origen al Programa de Educación, Salud y Alimentación (Progresa), que 
a pesar de los ajustes y cambios en el diseño y operación efectuados durante 
el periodo 1995-2018, mantuvieron el enfoque del PNS, esto es, basados en las 
transferencias monetarias condicionadas, y focalizadas en los grupos sociales 

⁷ G. Barajas M. [2010], “Políticas de bienestar social del Estado posrevolucionario: IMSS, 1941-1958”, Política y 
Cultura, (33): 61-82. 	

⁸ F. D. Castillo y J. Arzate Salgado [2013], “Crisis económica, pobreza y política social en México,” Aportes. Re-
vista de la Facultad de Economía, año XVIII, (47): 57-82.

⁹ G. Cejudo y C. Michel, “Resolviendo problemas sociales complejos mediante la integración de políticas. El caso 
de la Cruzada Nacional contra el Hambre en México,” Revista del CLAD Reforma y Democracia, no. 63 (2015): 
33–64.	
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en situación de pobreza y marginación10. Los POP se caracterizaron por integrar 
las dimensiones de la salud, educación y alimentación focalizándose en zonas 
previamente identificadas como de alta y muy alta marginación.

Otra característica central de estos programas fue el condicionamiento de las 
trasferencias monetarias, en el sentido de que las familias de los niños y jóve-
nes beneficiarios se comprometían a cumplir las actividades señaladas en las 
reglas de operación para seguir siendo beneficiarios de las acciones sustantivas 
del mismo, como acudir a la escuela y a la revisión de la salud de los mismos. 
El carácter condicionado tenía como objetivo la formación de capital humano 
en las generaciones de niños y jóvenes, por lo que se condicionaba la entrega de 
trasferencias monetarias a que los hijos de las familias beneficiarias no aban-
donaran su educación. Bajo este enfoque, se asumía que la educación por sí 
misma era un instrumento de la movilidad social, que rompería con la pobreza 
intergeneracional.11 

La política social de la 4T. Transferencias monetarias 
directas y centralización de gasto social 
La política social de la 4T se sostiene en dos ejes: las transferencias monetarias 
directas focalizadas en nuevos sujetos sociales (estudiantes, hijos de madres y 
padres solos, adultos mayores, personas con discapacidad, etcétera) y la cen-
tralización funcional del gasto social. Ello configuró una política social cuyas 
principales características son: la focalización según criterios de universaliza-
ción etaria, y la reducción de la corresponsabilidad o condicionalidad que ca-
racterizó a políticas sociales previas. Las implicaciones directas de este enfoque 
son la reducción de la inversión pública en infraestructura básica para sectores 
sociales, como educación, salud y vivienda. En otras palabras, el gobierno de 
la 4T ha minimizado el papel del Estado como proveedor y garante de los dere-
chos sociales a la población, al reducir su función de intermediador institucio-
nal para articular el gasto social y, por tanto, la política social con la inversión 
privada orientándola al fortalecimiento de capacidades productivas y provisión 
de bienes y servicios básicos.

¹⁰ A. Díaz-Cayeros, “Viabilidad política de la focalización de las políticas sociales: una perspectiva comparada,” 
en Las políticas sociales de México al fin del milenio. Descentralización, diseño y gestión, coords. Rolando Cordera 
y Alicia Ziccardi (México: Miguel Ángel Porrúa-UNAM, 2000), 37–56.	

¹¹ G. Hernández Licona, T. P. de la Garza Navarrete, J. Zamudio Chávez e I. Y. Arroyo [2019], El Progresa-Opor-
tunidades-Prospera, a veinte años de su creación, Ciudad de México, Consejo Nacional de Evaluación de la Política 
de Desarrollo Social.	
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Concentración del gasto social
En la gráfica 1 se observa una creciente concentración del gasto social en un nú-
mero reducido de programas, destaca el incremento sostenido del presupuesto 
asignado al Programa para el Bienestar de las Personas Adultas Mayores, el 
cual se incrementó en 2024 más de cinco veces el valor del 2018. Este incre-
mento explica el aumento del gasto social total durante el periodo 2018-2024, 
lo que pone en evidencia los problemas de sostenibilidad, a mediano y largo 
plazo, del esquema de transferencias monetarias directas, si consideramos que 
la población de la tercera edad se está incrementando. 

Gráfica 1. Presupuesto ejercido de los programas prioritarios de la 4T.

 
Fuente: elaboración propia con datos de CEFP 2018, 2019, 2020, 2021, 2022, 2023, 2024.
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Desde una perspectiva distributiva, este esquema de universalización de los 
derechos sociales desvinculado de criterios de vulnerabilidad social disminuye 
la progresividad del gasto social porque las transferencias monetarias directas 
no distinguen hogares con distinto niveles de ingresos, debido a que se aplican 
conjuntamente con mecanismos compensatorios adicionales. Al respecto, es-
tudios han documentado que la incidencia distributiva de algunos programas 
prioritarios de la 4T no favorecen proporcionalmente a los hogares ubicados en 
los quintiles más bajos del ingreso.12 Si bien esta evidencia no invalida el efecto 
inmediato de las transferencias monetarias directas sobre el ingreso disponible 
de los hogares beneficiarios, dicho efecto no modifica por sí mismo las causas 
estructurales de la concentración en la distribución del ingreso y las brechas de 
bienestar. 

La centralización del gasto público social no implica necesariamente ineficien-
cia, pero sí influye en el esfuerzo social del Estado, porque la inversión en servi-
cios públicos tiende a generar efectos acumulativos de mediano y largo plazos; 
por el contrario, las transferencias monetarias directas generan impactos de 
corto plazo en el ingreso disponible, pero un menor efecto en las estructuras 
productivas que reproducen la desigualdad. Además, la centralización del gasto 
social en algunos programas implica la reducción de gasto social o eliminación 
de otros programas, como los que tienen enfoque de género. 

Bajo impacto del gasto social en los indcadores de 
pobreza multidimensional 
La metodología para medir la pobreza multidimensional desarrollada por el 
Consejo Nacional de Evaluación de la Política de Desarrollo Social (Coneval) 
y hoy día estimada por el Instituto Nacional de Estadística y Geografía (Inegi), 
permite distinguir entre el componente del ingreso y las carencias sociales como 
dimensiones estructurales del bienestar. En la gráfica 2 se muestra que la po-
blación en situación de pobreza pasó de 41.9 % en 2018 a 29.6 (2018-2024), lo 
que significa una reducción de 12.3 por ciento. 

La pobreza extrema disminuyó de 7.0 %-5.3 %, y la población no pobre o no 
vulnerable aumentó de 23.7 %-32.5 %. De acuerdo con estos datos generales, la 
pobreza se redujo bajo el gobierno de 4T, pero si revisamos el comportamiento 
por dimensiones se observan dinámicas diferenciadas que relativamente refuer-
zan la reducción de la pobreza, porque atendiendo el componente del ingreso, la 
población con ingreso inferior a la línea de pobreza por ingresos pasó de 49.9 % 
en 2018 a 35.4 % en 2024, una reducción de 14.5 %, y el componente de ingreso 

¹² M. E. Jaramillo M. [2022], “Primero los menos pobres: política social, desigualdad y pobreza durante el sexe-
nio de López Obrador”, Forum Análisis Plural, año 1, (1): 2-16. 	
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inferior a la línea de pobreza extrema disminuyó de 14.0 %-9.3 %, se redujo casi 
5 %. Si estos indicadores se contrastan con la evolución de las carencias socia-
les, el diagnóstico cambia, en la gráfica 3 se muestra que la evolución de las 
carencias sociales mostró trayectorias menos homogéneas: el rezago educativo 
prácticamente permaneció estable, 19.0 % en 2018 frente a 18.6 % en 2024; la 
carencia por acceso a servicios de salud registró un deterioro significativo al 
incrementarse de 16.2 % en 2018 a 39.1 % en 2022, y aunque mostró cierta recu-
peración en 2024 (34.2 %), sigue siendo mayor al porciento registrado previo al 
sexenio de la 4T; y la carencia de seguridad social disminuyó de 55.5 %-48.2 %, 
y a pesar de su reducción, ésta afecta a casi la mitad de la población.

Gráfica 2. Evolución de la pobreza en México 2018-2024

 
Fuente: Inegi. Encuesta nacional de ingresos y gastos de los hogares (ENIGH) 2024, utilizando la metodología del 

Coneval.

Otras dimensiones de la pobreza multidimensional presentaron mejoras rela-
tivas, como la disminución de la carencia en la calidad de espacios de la vivien-
da, de 11.0 %-7.9 %; el acceso a servicios básicos de vivienda, de 19.6 %-14.1 %; y 
el acceso a la alimentación nutritiva y de calidad, de 22.2 %-14.4 %. No obstan-
te, estas variaciones no modificaron de manera estructural el patrón agregado 
de privación social, ya que la población con al menos una carencia social pasó 
de 68.3 % en 2018 a 61.7 % en 2024, una reducción de 6.6 puntos porcentuales, 
considerablemente menor a la observada en el componente de ingreso.



36

Este comportamiento sugiere que la reducción global de la pobreza entre 2018 
y 2024 se explica principalmente por la mejora del ingreso corriente de los ho-
gares, más que por una reducción de las carencias sociales. Considerando que 
la metodología multidimensional clasifica a una persona como pobre cuando 
presenta al menos una carencia social o un ingreso inferior a la línea de bienes-
tar, el incremento del ingreso laboral tiene un efecto inmediato en la reducción 
de la pobreza. De ahí que, el decremento de 12.3 % de la pobreza total tenga un 
impacto mayor en la dimensión de ingreso que en la privación social agregada. 
Eso sugiere que el componente monetario desempeñó un papel determinante 
en la evolución reciente del indicador de pobreza, mientras que las dimensio-
nes estructurales vinculadas al acceso de derechos sociales registraron mejoras 
limitadas, incluso retrocesos parciales. 

Gráfica 3. Indicadores de carencia social en México 2018-2024 

Fuente: Inegi. Encuesta nacional de ingresos y gastos de los hogares (ENIGH) 2024, utilizando la metodología del 
Coneval.
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El comportamiento contrastante entre el componente de ingreso y las caren-
cias sociales sugiere que el principal factor del decremento de la pobreza fue 
la dinámica del ingreso laboral, más que una ampliación sustantiva del acceso 
efectivo a los derechos sociales mediante la aplicación de la política social. Al 
respecto, Gerardo Esquivel y Gonzalo Hernández Licona coinciden en que el 
incremento sostenido del salario mínimo real, impulsado por la Comisión Na-
cional de los Salarios Mínimos (Conasami), operó como ancla redistributiva del 
periodo, porque fue la principal fuente de recursos de los hogares ubicados en 
los deciles inferiores, es decir, la mejora en la distribución del ingreso estuvo 
estrechamente vinculada con la política salarial.13 

Conclusión
El rediseño y la reorientación de la política social de la 4T, en el periodo 2018-

2024, reforzaron el esquema de transferencias monetarias directas y la cen-
tralización del gasto social, cuyos efectos redistributivos fueron limitados en la 
reducción de la pobreza multidimensional. Además, mantuvo y reforzó el uso 
de la política social con fines político-electorales, característica histórica de ésta 
desde su institucionalización en 1917. La continuidad de este esquema por el 
actual gobierno de la 4T implica un permanente incremento del gasto social, lo 
que significa un desafío presupuestario, dada la baja carga y la estructura tri-
butaria regresiva, lo que se complica con el nivel fluctuante de la recaudación 
resultado de la irregularidad del ciclo de la economía, la elevada economía in-
formal y la ausencia de una reforma tributaria que incida en la concentración 
del ingreso y la riqueza.

¹³ NMás [2025], “¿Bajo la pobreza en México en los últimos años como lo reveló el Inegi?”, Es la hora de opi-
nar, YouTube video, <https://youtu.be/96iz8bpZWic?si=wz9YRZeexrWLSXqO>.	
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Herramientas comunitarias en la 
metadata del Inegi: un reto para la 
visibilidad de estrategias económi-

cas de producción comunitaria 
Jonathan Armeaga Díaz1 

Introducción
Es posible ver en el manejo de las políticas públicas enfocadas al fomento de la 
producción de servicios y bienes de consumo un constante debate de solucio-
nes puestas en marcha por programas de asistencia social. Por un lado, exis-
te la fuerte necesidad de crecimiento industrial desde el siglo XIX mediante el 
uso de maquinaria metálica propulsada con energías dominadas por el Estado. 
Por el otro, la necesidad de conservar valores culturales e identitarios median-
te el impulso tecnológico de ingenios hidráulicos capaces de moler todo tipo 
de cereales hasta el siglo XVIII sin la alteración de los modos de producción (a 
pesar de los monopolios, cédulas, privilegios, etcétera, que limitaban el libre 
comercio).2 El tipo de asistencialismo social que podemos ver en el virreinato 
de la Nueva España y el que podemos observar desde el siglo XIX operan bajo 
paradigmas económicos totalmente distintos. Son dos tradiciones de políticas 
públicas enfocadas a disminuir la pobreza y el rezago económico, pero, cuando 
comparamos los requerimientos energéticos de ambos paradigmas de produc-
ción inmediatamente nos preguntamos ¿qué está en juego? La autonomía ener-
gética de los usuarios. 

Herramientas comunitarias en la metadata del Inegi
El problema de fondo es la implementación de programas de asistencia social 
sin estudios estadísticos suficientes para dirigir el presupuesto estatal a las per-
sonas que mantienen vivas las relaciones económicas comunitarias e informa-
les. En sí, las políticas públicas penden de un delicado equilibrio de intereses 

1	Estudiante de la Facultad de Filosofía y Letras, UNAM. Correo electrónico: jonathanarmeagadiaz@gmail.com 

² Perea, H. E. [2025], Molinos hidráulicos en Chalco-Amecameca: Zavaleta (XVII) y Ayapango (XIX), Ciudad de 
México, Boletín de Monumentos Históricos, (52): 30-46.	
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políticos que se debaten entre el progreso industrial3 y la conservación de acti-
vidades económicas tradicionales. Cuando los procesos artesanales de produc-
ción son sometidos violentamente a la competencia de precios y estándares de 
calidad, éstos son llevados invariablemente a adaptarse a nuevas dinámicas de 
control y precarización laboral.4 Vayamos a los ejemplos. Las soluciones pro-
puestas por el gobierno federal ante la emergencia económica de los artesanos 
alfareros son, en opinión de Rivero y Jiménez, insuficientes debido a los si-
guientes puntos que identificamos: 

1. Las soluciones políticas. Son fondos y fideicomisos federales destinados 
a programas de impulso a la producción artesanal, como el Fonart (Fondo 
Nacional para el Fomento a las Artesanías). No cuentan con la transparen-
cia suficiente que nos permita la aplicación universal del programa social y 
su cercioramiento. 

2. Las soluciones academicistas. Usualmente consisten en la pretensión 
de colegiar un saber tradicional que a menudo no cuenta con la cobertura 
adecuada para su aplicación. Existen sólo dos sedes de la Escuela Nacional 
de Cerámica, una en Tapalpa, Jalisco, y la otra en La Trinidad Tenexyecac, 
Tlaxcala. Esto resulta insuficiente, inaccesible para muchos artesanos, e 
inadecuado para un tipo de conocimiento de tradición oral y generacional. 
Sin embargo, estos esfuerzos colaboran en la mejora de los conocimientos 
tradicionales por medio de estrategias educativas personalizadas. 

3. Las soluciones técnicas. Quizá fueron las más acertadas porque no in-
terfieren con la organización de los medios de producción, sino que se cen-
tran en su mejora; por ejemplo, los talleres comunitarios para la creación 
de hornos de leña libres de humo en los valles y la sierra mixe de Oaxaca, 
promovidos por la Fundación Alfredo Harp Helú, Fundación Kasuga, Los 
amigos de Arte Popular y cerca de 22 comunidades artesanas en todo el 
país en el año 2019.5 Se enfocaron en la optimización de la utilización de 
combustible accesible a los usuarios y la optimización técnica de los hornos 
que reducen de forma considerable gastos de energía, merma y daños a la 
salud. 

³ Secretaria del Trabajo y Previsión Social [2017], Transita mundo laboral hacia la “mentefactura”, Ramos Ari-
zpe, Coahuila, Boletín 988, 5 de septiembre. 

La apuesta riesgosa de la denominada “mentefactura” tiene sus atolladeros. Corresponde a un marco conceptual 
nuevo en México que tampoco contempla soluciones censales o registrales enfocados a la economía comunitaria e 
informal. 	

⁴ Rivero, N., y N. Jiménez [2022] La producción de la alfarería en México: Retos y oportunidades de la innova-
ción territorial y gobernanza en la Nueva economía, Villahermosa, Quinto Encuentro Nacional de Gestión Cultu-
ral. Experiencias y retos para la sustentabilidad, 4-7 octubre.	

⁵ Ramos, M., e I. González [2025], “Hornos que transforman el barro y la vida”, Oaxaca, Boletín FAHHO Digital, 
núm. 56, noviembre. (Hasta el 2018 se crearon seis hornos con esta tecnología en todo el país.)	
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En este sentido, comentan las investigadoras Jiménez y Rivero, el problema 
en la aplicación real de estas políticas impulsadas por la iniciativa pública y pri-
vada requisita herramientas de gestión democratizadas y transparentes. Apues-
tan por la creación de “mecanismos claros de la cooperación institucional” para 
impulsar la autonomía de los sectores más vulnerables de la economía cultural.6 
Sin embargo, ¿cómo sería esto posible sin contar antes con datos estadísticos 
rigurosos?, ¿cómo evitar políticas públicas que simulan solucionar el problema 
real del rezago económico y cómo exigir resultados sin apelar a los datos obje-
tivos? Incluso las soluciones academicistas fallan cuando tratan de colegiar un 
saber tradicional.

En el trabajo de Rivero y Jiménez, podemos notar que las soluciones técnicas 
en calidad de asesorías de producción representan la vía con el mejor resultado, 
ya que permiten la comprensión y apropiación de la infraestructura, los modos 
de producción y la generación de “condiciones orgánicas para una verdadera 
autonomía creativa de los productores”.7 El apoyo integral y el fomento a la eco-
nomía comunitaria sólo puede darse “a partir de la integración de innovaciones 
tecnológicas, organizativas y o simbólicas en su propia dinámica económica”. 
¿Cómo se pretende aplicar un programa social sin estadísticas disponibles que 
contribuyan al estudio multidisciplinario de las condiciones de vida de la comu-
nidad beneficiaria? 

Estos paradigmas de la producción industrial impuestos en el sector alfarero 
también tienen sus paralelos con la producción agroalimentaria. En este sec-
tor también reconocemos soluciones políticas, academicistas y técnicas ante el 
rezago económico. Se puede notar cómo la elaboración de patentes para la mo-
lienda de chiles, zacate, harinas, etcétera, ha conducido a modelos de utilidad 
y patentes para la producción industrial que desplazan el uso de herramientas 
comunitarias y su riqueza cultural. Nuestro segundo ejemplo, mismos criterios 
de la asistencia social que buscan aliviar la crisis de producción artesanal en 
el siglo XXI pueden equipararse con las políticas públicas impulsadas desde el 
siglo XIX para la molienda de nixtamal, la innovación en los procesos de su des-
hidratación del grano nixtamalizado, y el desarrollo tecnológico de tortilladoras 
automáticas. Este proceso implicó un cambio abrupto de combustibles, lo cual 
afectó directamente la autonomía energética de los mexicanos y las mexicanas 
dedicados a manufacturar productos derivados del nixtamal.8 

⁶ Ibid., 6-7.	

⁷ Ibid., 14.	

⁸ Gómez, A. [2022], “La industrialización del nixtamal y la elaboración de la tortilla en México”, Revista del Ins-
tituto Riva-Agüero, Lima, 7(1): 231-274. 	
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Además de considerar ciertas labores domésticas como indignas con vistas 
a la formación de la mujer proletaria en México, este conjunto de soluciones 
técnicas y políticas se ha valido de concesiones directas y privilegios industria-
les para la creación de empresas dedicadas a vender molinos propulsados con 
energías dominadas por el Estado: electricidad y derivados del petróleo. La ob-
tención de tarifas especiales al cobro de la electricidad contribuyó a la creación 
de grandes consorcios empresariales dedicados a la molienda de este alimento 
como lo fue la Compañía Molinera Mexicana de Nixtamal (CMMN), que, ya en la 
década de 1940 había absorbido más del 70 % de los molinos establecidos en la 
Ciudad de México.9 También se aprobaron concesiones para hacer tortilladoras 
en cárceles durante el siglo XIX con el fin de realizar pruebas piloto e incluso 
se utilizaron bienes inmuebles desamortizados del clero para innovar molinos. 
Esto llevó a que las concesiones arbitrarias volvieran la competitividad de las 
manufacturas derivadas del nixtamal, una actividad insostenible con tecnolo-
gías antiguas. Así, la demanda de tecnologías de molienda fue impulsada por la 
urbanización y la política extractivista en distintas zonas del país que hacían un 
flujo constante de trabajadores.

 Las patentes supuestamente habrían de suplir el tiempo y reducir los costos 
de molienda debido a la escasez de mujeres en las zonas rurales que migraron 
a ciudades cercanas buscando empleos mejor remunerados.10 Después, la in-
dustria de la harina de maíz nixtamalizado comenzó a desplazar a los molinos 
de nixtamal hacia 1970 y su invención tendría 20 años de desarrollo para esa 
fecha. Esto llevó a que las tortilladoras desplazaran la producción de tortillas 
hechas a mano bajo la misma lógica industrial: privilegiando las patentes, no 
a los usuarios. Primero se desarrollaron en el sector industrial y décadas des-
pués se integraron a la iniciativa privada, dando como resultado que la oferta 
de tecnología para molienda de nixtamal y manufactura de tortillas superara su 
demanda.11 Tal situación ha dado como resultado un índice (aún no plasmado 
en estadísticas) de pequeños empresarios que se enfrentan a una especulación 
de mercado que no controlan y la falta de abastecimiento de un grano que no 
producen; sólo tienen una maquinaria funcional condicionada técnicamente a 
un conocimiento y una clase de energía que muchas veces tampoco dominan. 
Esta situación derivó en un ambiente de competencia desigual y desleal.12 

⁹ Ibid., 239-240.	

¹⁰ Ibid., 237.	

¹¹ Notimex [2007], “Tortillerías trabajan al 20 % de su capacidad”, La Jornada, 5 de marzo.	

¹²  Ponce, S. [2025], “Tortillerías enfrentan bajas ventas, altos costos y falta de personal en la región centro-sur 
de Chihuahua”, El Heraldo de Chihuahua, 14 de diciembre. La Jornada [3/1/2025] “Producción de tortillas este 
año, en peligro por la escasa producción de maíz, alertan”, La Jornada, 3 de enero. 	
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Tal fenómeno fue posible por la promoción de soluciones academicistas como 
sucedió en el sector alfarero. Un ejemplo claro es la creación de la filial Veráste-
gui, Investigación industrial, Diseño y Desarrollo S. A.,13 que exportó esta lógica 
industrial a otros procesos de producción agroalimentaria. Para ello la estrecha 
relación entre las patentes industriales y la puesta en escena de los productos 
en el mercado ha jugado un papel esencial. 

Estos paradigmas industriales también incorporaron mecanismos de crédito 
para pequeñas empresas bajo acuerdos de exclusividad que si bien ya no obe-
decen la lógica de una patente industrial, sí siguen un esquema de producción 
empresarial como el de GRUMA o MINSA.14 Lo mismo sucede con soluciones ante 
el rezago económico que provienen de la iniciativa pública, como los Fideicomi-
sos Instituidos en Relación con la Agricultura (FIRA) impulsados por el Banco 
de México.15 Así como sucede con el sector alfarero, estas soluciones políticas, 
academicistas, técnicas y financieras no han mostrado interés en realizar una 
labor registral de los medios de producción asociados a prácticas económicas 
comunitarias e informales. 

De este modo, la inexistencia de bases de datos estadísticos y registros nos 
impide llevar a cabo los análisis académicos pertinentes para comprender el 
impacto de las herramientas comunitarias en la economía mexicana. Actual-
mente, las bases de metadatos que ofrece el sitio virtual del Inegi16 no abarcan 
los aspectos comunitarios de la actividad económica mexicana; no los visibiliza 
con exactitud. Existe en sus registros, por ejemplo, una Encuesta sobre Sacri-
ficio de Ganado en Rastros Municipales (ESGRM). Y si bien se trata de herra-
mientas comunitarias facilitadas por el Estado, no podría dejar de considerarse 
la cantidad de rastros que en el siglo pasado tenían gestiones comunitarias que 
luego pasaron a la gestión pública.17 Incluso existen políticas públicas que asis-
ten a grupos vulnerables o con perspectiva de género. Pero, las necesidades de 
observación, medición y contabilización de los aspectos comunitarios de la eco-
nomía informal no han recibido un interés similar, aun cuando estos procesos 
de producción guarden un intenso sentido de pertenencia cultural e identidad 

¹³ Otra solución academicista de los retos económicos del siglo pasado fue la creación del Instituto Mexicano de 
Investigaciones industriales (IMIT). Gómez [2022], op. cit., 255, 	

¹⁴ Ibid., 258	

¹⁵ Gobierno de Guanajuato [21 de diciembre del 2022], Se inaugura el primer nodo de mentefactura comuni-
taria, Silao de la Victoria, 21 de diciembre.	

¹⁶ <https://www.inegi.org.mx/programas/>.	

¹⁷ Los rastros comunitarios para autoconsumo se reducen a la venta local y ha recibido casi nula atención por 
parte de programas de asistencia social frente a prácticas desleales y poco éticas que suponen la ganadería exten-
siva e intensiva. Villada, J. [2013], Situación de rastros municipales: alternativas para implementar un sistema 
para garantizar la calidad e inocuidad de la carne, tesis para obtener el grado de Química en Alimentos, Ciudad 
de México, Facultad de Química, UNAM, pp. 5-6.	
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genérica, como el que se mantiene vivo en las comunidades de mujeres zoques 
en Chiapas dedicadas al pan artesanal.18  

No sólo se trata de la simple producción de bienes de consumo. El impacto 
económico de las herramientas comunitarias repercute en los modos de vida, 
las estrategias de subsistencia y los criterios culturales que establecen relacio-
nes estrictas entre materiales vernáculos y técnicas tradicionales de produc-
ción. Estos elementos aportan lo suficiente para construir una cosmovisión en-
tera. Así, las políticas públicas destinadas a la asistencia social de actividades 
económicas comunitarias e informales debe involucrarse con: a) actividades 
registrales para proponer soluciones académicas que asesoren a los producto-
res sin la intención de colegiar sus conocimientos; b) actividades registrales en 
su sentido estadístico para censar y visibilizar las actividades económicas co-
munitarias, y c) soluciones técnicas que prioricen al usuario por encima de las 
patentes existentes en el mercado. ¿A quiénes y a cuáles organismos beneficia 
esta información estadística posibilitada mediante la propuesta de una encues-
ta experimental? 

1. Al desarrollo de índices de desarrollo económico para el sector infor-
mal19 por parte de instituciones dedicadas a la estadística, instituciones 
académicas,20 centros de investigación científica, bancos y secretarías de 
Estado.

2. Al desarrollo de estudios y estrategias económicas por parte de insti-
tuciones dedicadas a la conservación y valoración del patrimonio cultural 
mexicano, del turismo y el arte.

3. Al sector tecnológico industrial enfocado a la atención de los usuarios 
de herramientas comunitarias 

4. A la práctica de programas de asistencia social motivadas por iniciati-
vas políticas.

¹⁸ Esponda, J., y M. Juárez [2024], “Resiliencia en el horno: Historias de vida y desafíos de las panaderas zoques 
de Ocozocuautla de Espinozas, Chiapas”, Hermosillo, Región y Sociedad, vol. 36.	

¹⁹ Para el año 2023 representaba 24.8 % del PIB y 55 % de la ocupación laboral a nivel nacional. Inegi [2024], 
Medición de la economía informal (MEI), comunicado de prensa núm. 799/24, 19 de diciembre. 	

²⁰ Destacan el Primer encuentro Iberoamericano de molinología (21-25 de mayo del 2024), impulsado por el 
INAH (Instituto Nacional de Antropología e Historia), siguiendo la dinámica de los 14 encuentros realizados por el 
Congreso Internacional de Molinología (Cimo) organizado por ACEM (Asociación para la Conservación y Estudio de 
los Molinos), la Universidad de León, España, y la Fundación Juanelo Turriano.	
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